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ASUNTO: Sugerencia relativa a caducidad de expediente y medidas adicionales 

 

I.- ANTECEDENTES 

PRIMERO.- El día 30/06/04 tuvo entrada en esta Institución una queja 
denunciando las molestias procedentes de la evacuación de humos de un bar.  

 
SEGUNDO.- En la misma el interesado relata que los vecinos de las calles 

Flandro nº 9 y Comandante Repollés nº 4 de Zaragoza presentaron instancias ante 
el Ayuntamiento denunciando, junto a molestias por ruido y exceso en los horarios 
de cierre, el incumplimiento de las condiciones de la licencia por el disco bar Risco 
(actualmente Golden Age) debido al extractor de aire que tiene su salida en el patio 
de luces del inmueble. Según señalan, después de haberse iniciado expediente 
sancionador en el Ayuntamiento, les han notificado la caducidad sin que se haya 
hecho nada, por lo que sigue incumpliendo la normativa y generando molestias a 
los vecinos.   

 

TERCERO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla a 
mediación, efectuando la oportuna asignación del expediente para su instrucción. A 
tal objeto, se envió con fecha 27/06/04 un escrito al Ayuntamiento de Zaragoza 
recabando información sobre la cuestión planteada en la queja y copia de las 
denuncias vecinales presentadas por el motivo arriba expresado y del expediente nº 
546270/2002, resuelto por acuerdo del Consejo de Gerencia de 08/06/04. 

 

CUARTO.- La respuesta del Ayuntamiento se recibió el 30/09/04, enviando 
copia de diversos expedientes. 
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En el expediente nº 056270/2002, por incumplimiento de ordenanzas en 
cuanto a la evacuación de humos, se señala “En la licencia APERTURA, con 
arreglo a la licencia de acondicionamiento, según proyecto aprobado, determinaba 
que la chimenea de extracción debía ascender hasta sobrepasar cumbrera de 
acuerdo a lo dispuesto en la normativa de aplicación. Incumplimiento que se 
constata por informe del Servicio de Inspección del Excmo. Ayuntamiento de 
Zaragoza de fecha 1/8/03 que ha observado que la salida de aire viciado se 
encuentra en el patio de luces de la comunidad a la altura de la ventana de la 
primera planta de la vivienda situada encima del Bar RISKO”. Tras constatar el 
incumplimiento detectado por el Servicio de Inspección, y de acuerdo con la 
propuesta de la Comisión de Urbanismo y Arquitectura de 30/09/03, la Alcaldía 
resuelve con fecha 03/10/03 ordenando al titular de la actividad que se ajuste de 
inmediato a la condición de la licencia de apertura y acondicionamiento y se eleve 
hasta la cumbrera del edificio. En la misma resolución se ordena incoar expediente 
sancionador por incumplimiento de la licencia de apertura, indicando las sanciones 
que pueden corresponder. La notificación se realiza el 11/01/04, pero no a su 
destinatario, sino a una persona que ha solicitado un cambio de titularidad de la 
actividad a su favor, que la recibe y se compromete a entregarla.  

Constan en el mismo expediente los siguientes documentos: una instancia 
suscrita por el ciudadano perjudicado por la actividad del bar el 30/12/03 donde 
recuerda al Ayuntamiento que no se ha corregido la deficiencia observada; una 
comparecencia de solicitante del cambio de titularidad hecha el 11/01/04 mostrando 
su sorpresa por la notificación antes indicada, pues se había informado 
anteriormente y se le dijo que no había ninguna carga; otra comparecencia de que 
todavía es titular, esta de 19/01/04, alegando que las inspecciones anteriores que 
han realizado los técnicos municipales se han resuelto favorablemente. La 
propuesta de resolución de sanción tiene fecha 26/02/04, y al ir a entregarla la 
Policía Local comprueba que el local ha cambiado de denominación y de titularidad, 
por lo que la notificación ha de hacerse mediante el Boletín Oficial de la Provincia, 
publicándose el anuncio en el del día 22/04/04. La Junta Local de Seguridad, a 
quien se remitió el expediente, mostró en sesión celebrada el día 06/04/04 su 
conformidad con la propuesta de resolución de sanción, y añade “Es criterio de esta 
Junta Local de Seguridad de la Ciudad de Zaragoza decretar la suspensión de la 
licencia de apertura en aras a preservar la seguridad ciudadana y orden público 
cuando el titular de una actividad de excede en el ejercicio de la licencia que le ha 
sido concedida, lo cual infringe lo dispuesto en el artículo 23, letra e de la Ley de 
Seguridad 1/92, que castiga tanto el ejercicio sin licencia, como excediéndose de lo 
permitido en la misma” . El trámite de audiencia subsiguiente al acuerdo de esta 
Junta se realiza mediante un oficio de 15/04/04, si bien no consta su entrega al 
destinatario. Por último, tras los correspondientes informes, el Consejo de la 
Gerencia Municipal de Urbanismo acuerda en sesión de 08/06/04 la caducidad del 
procedimiento sancionador en curso “al estar sobrepasados los plazos para la 
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caducidad del expediente a que se refieren los artículos 42.2 en concordancia con 
el 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en consecuencia proceder al archivo del 
mismo”. 

En el anterior expediente se da cuenta de la concesión de la licencia de 
apertura para bar cafetería a este establecimiento por acuerdo de la Comisión de 
Gobierno de 05/10/01. Sin embargo, entre la documentación recibida, 
acompañando al expediente 30407/202 consta un acuerdo de la misma Comisión 
de Gobierno de 14/09/01 en el que deniega la licencia urbanística y de actividad 
sujeta al Reglamento General de Policía de Espectáculos Públicos para bar al 
mismo establecimiento, coincidiendo el lugar, el promotor y la actividad a 
desarrollar, debido a que está situado en la delimitación de la Zona Saturada “H”, 
señalando “La modificación de la Ordenanza Municipal de Distancias Mínimas 
aprobada por Acuerdo Plenario de 27 de octubre de 2000 (entrada en vigor 8-2-01) 
establecía en su punto segundo que la prohibición de otorgamiento de licencias se 
extiende a las solicitudes de licencia para establecer nuevas actividades o ampliar 
las ya existentes, así como para realizar cualquier otra actuación que precise de 
licencia de apertura según el Reglamento General de Policía de Espectáculos 
Públicos y Actividades Recreativas. El art. 14.1.A de la señalada Ordenanza 
Especial facultaba al Ayuntamiento para prohibir el otorgamiento de nuevas 
licencias de apertura o funcionamiento de actividades incluidas en la misma, en la 
zona o sector que determinase. En ejercicio de la señalada facultad, el 
Ayuntamiento en sesión plenaria de fecha 29 de septiembre de 1995, procedió a 
aprobar definitivamente la conocida como Primera Declaración de Zonas 
Saturadas, fijando como efectos de ello la prohibición de instalar nuevas 
actividades en las zonas afectadas y, en consecuencia, la imposibilidad de solicitar 
licencias para esas nuevas actividades”.  

 

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

Primera.- Sobre la caducidad del expediente. 

Según consta en los antecedentes, la denuncia formulada por el 
perjudicado por la salida indebida de humos del bar en cuestión tiene fecha de 
30/05/02, y el acuerdo por el que se resuelve el expediente decretando su 
caducidad se adoptó el 08/06/04. Entre estas dos fechas se desarrollaron diversas 
actuaciones que acreditan el incumplimiento por parte del bar de las normas que le 
son de aplicación, principalmente en materia de extracción de humos, y se observa 
un excesivo alargamiento en la tramitación del expediente debido a la necesidad de 
cumplir trámites de notificación al interesado: para la incoación del expediente, más 
de tres meses (la resolución de Alcaldía es de 03/10/03, y se recibe por el 
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denunciante el 24/10/03, pero al denunciado le llega el 11/01/04), y para la 
propuesta de resolución otros dos (la propuesta tiene fecha de 26/02/04, y su 
publicación en el Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza, al no poderse localizar 
a su destinatario, data del 22/04/04). 

La propuesta de acuerdo del expediente, que se emite mediante informe 
técnico de 01/06/04, fundamenta la caducidad del mismo en los siguientes motivos: 

“QUINTO.- El procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora 
viene regulado por el Reglamento aprobado por R.D. 1398/93 de 4 de agosto, en 
desarrollo del título Noveno de la Ley 30/92, de 26 de noviembre. 

SEXTO.- Hemos de entender que obra el instituto de la caducidad cuando 
el trámite de un expediente ha sobrepasado los plazos que la legislación específica 
regule. Cuando la norma de procedimiento no fije plazos, el plazo máximo de 
Resolución será de tres meses, pudiéndose ampliar en casos excepcionales hasta 
los seis (art, 42.2 de la Ley de Régimen Jurídico). 

A ese respecto y tal como reza el art. 43.4 de la misma ley, cuando se trate 
de procedimientos iniciados de oficio no susceptibles de producir efectos favorables 
para el ciudadano se entenderán caducados y se procederá al archivo de las 
actuaciones a solicitud de cualquier interesado o de oficio por el propio órgano 
competente para dictar la resolución en el plazo de 30 días desde el vencimiento 
del plazo en el que debió ser dictada, plazo al que ya antes hemos hecho 
referencia”. 

A esta afirmación se debe oponer la existencia de un plazo superior a los 
tres meses establecida en la normativa aplicable a la instrucción de expedientes 
sancionadores, que es el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón aprobado por 
Decreto 28/2001, de 30 de enero, del Gobierno de Aragón. En efecto, el artículo 1 
del mismo, regulador de su ámbito de aplicación, señala que “1. La potestad 
sancionadora se ejercerá por la Administración de la Comunidad Autónoma y sus 
Organismos Públicos, cuando éstos ejerzan potestades administrativas, mediante el 
procedimiento establecido en este Reglamento, en defecto total o parcial de 
procedimientos sancionadores específicos, en aquellas materias en que la 
Comunidad Autónoma ostente competencia normativa, tanto plena como de 
desarrollo de la normativa estatal. Igualmente será de aplicación el Reglamento a 
las Entidades Locales y Organismos Autónomos dependientes de ellas, en los 
mismos términos establecidos para la Administración de la Comunidad Autónoma”. 
Dado que la Comunidad Autónoma de Aragón ostenta competencia exclusiva en 
materia de régimen local (artículo 35.1.2 del Estatuto de Autonomía), urbanismo 
(art. 35.1.7), espectáculos (art. 35.1.69) y sanidad e higiene (art. 35.140), y se han 
aprobado leyes reguladoras de las mismas, los expedientes sancionadores que se 
tramiten por las Entidades Locales deberán seguir el procedimiento marcado por 
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este Reglamento, cuyo artículo 9 dispone que salvo que legalmente esté 
establecido otro plazo, los procedimientos sancionadores deberán resolverse en el 
plazo máximo de seis meses.  

No obstante, el largo tiempo de tramitación de este expediente (la 
propuesta de incoación de expediente sancionador es de 03/10/03, y el acuerdo de 
caducidad de 08/06/04) ha superado ampliamente el referido plazo de seis meses. 
Pero en este transcurso ha influido muy decisivamente la demora habida en la 
notificación al interesado, que entre ambos periodos es superior a cinco meses. 
Cabe recordar aquí lo dispuesto en la Ley 30/1992 sobre la práctica de la 
notificación, pues el artículo 59 ordena que se repita la notificación infructuosa 
dentro de los tres días siguientes, y en caso de no obtenerse resultado, se haga por 
anuncios en el tablón de edictos del Ayuntamiento y en el B.O.P. Una práctica más 
diligente de las notificaciones hubiese evitado la caducidad del expediente, puesto 
que no concurren las causas tasadas en el artículo 42.5 de la misma Ley para 
suspender los plazos de resolución. 

Sin embargo, se ha de hacer notar la improcedencia de continuar la 
instrucción de un expediente encaminado al cumplimiento de una condición de la 
licencia municipal (la evacuación de gases mediante una chimenea adecuada) y la 
imposición de una sanción de suspensión de licencia a una entidad que a lo largo 
de la tramitación del expediente ha dejado de gestionar el establecimiento, dada la 
ausencia de resultado práctico que del mismo se puede obtener, pues esta persona 
no va a efectuar la reparación de la chimenea y le es indiferente un eventual 
acuerdo de suspensión de licencia, pues vendrá referida a un establecimiento que 
ya no gestiona. Este dato es conocido por el Ayuntamiento cuando la Policía Local 
acude el día 10/01/04 al local a notificar la resolución de Alcaldía 03/10/03 y se 
encuentra con una persona distinta regentándolo, que se acredita como tal en 
representación de la entidad que ha solicitado el cambio a su favor de la titularidad 
de licencia de apertura el 21/10/03. Parece más razonable que el Ayuntamiento 
hubiese notificado al peticionario del cambio de titularidad la obligación de 
solucionar el problema de la chimenea, dándole un plazo razonable para proceder a 
ello, y continuase, en caso de considerarlo oportuno, la instrucción del expediente 
sancionador contra el primer titular, viniendo la sanción únicamente referida a la 
multa que pudiera corresponder al incumplimiento apreciado, pues una eventual 
suspensión de la licencia ha de referirse al que realmente ejerce la actividad y 
puede verse afectado por esta medida.  

 

 

 

Segunda.- Sobre la posibilidad de establecer medidas cautelares. 
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El problema principal detectado en este expediente radica en la incorrecta 
evacuación del aire viciado del bar, que según el proyecto autorizado debía 
ascender hasta sobrepasar la cumbrera del edificio, pero en el informe del Servicio 
de Inspección de 01/08/03 se comprueba que finaliza en el patio de luces de la 
comunidad, a la altura de la ventana de la primera planta de la vivienda situada 
encima del establecimiento. 

Observado este incumplimiento, se inicia el oportuno expediente, y en las 
consideraciones jurídicas del informe de la Unidad Jurídica de Control de 
Actividades de 22/09/03 que se eleva a la Comisión de Urbanismo del 
Ayuntamiento para su posterior resolución por el Alcalde se dice lo siguiente: 

“PRIMERO.-  El ejercicio de la actividad incumple las prescripciones que 
condicionaban el otorgamiento de la licencia referida anteriormente. 

SEGUNDO.- Este hecho implica la comisión de infracción tipificada en el 
artículo 23.e de la Ley Orgánica 1/1992, modificada por la Ley Orgánica 10/1999, 
de Seguridad Ciudadana que establece como infracción grave:  e) La 
apertura de establecimientos y la celebración de espectáculos públicos o 
actividades recreativas careciendo de autorización o excediendo los límites de la 
misma”. 

La Ley Orgánica 10/1999, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana 
señala en su exposición de motivos que la protección de la seguridad ciudadana y 
el ejercicio de las libertades públicas constituyen un binomio inseparable, siendo 
ambos conceptos requisitos básicos de la convivencia en una sociedad 
democrática, y hace referencia a diversas normas que se han ido promulgando con 
la finalidad de mantener el equilibrio entre ambos conceptos habilitando a las 
autoridades para el cumplimiento de sus deberes constitucionales en materia de 
seguridad. Cita a modo de ejemplo las leyes reguladoras de los estados de alarma, 
excepción y sitio, de los derechos y libertades de los extranjeros en España, de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, del derecho de reunión, de Protección Civil, de 
tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial, o de prevención de la 
violencia en los espectáculos deportivos. 

Estando regulado un amplio sector de actuación administrativa en materia 
de seguridad pública, el legislador considera conveniente actualizar y adecuar a la 
Constitución otras potestades públicas, y mediante esta Ley Orgánica 1/1992 
establece el ámbito de responsabilidad de las autoridades administrativas en 
materias como la fabricación, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos; 
concentraciones públicas en espectáculos; documentación personal de nacionales 
y extranjeros en España y ciertas actividades de especial interés y responsabilidad 
para las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
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En la materia que nos ocupa, espectáculos públicos y actividades 
recreativas, la Ley señala en su artículo 8 las finalidades a que tenderán las 
medidas de policía que deberá dictar el Gobierno, que vendrán referidas a la 
garantía de la seguridad ciudadana frente a los riesgos que, para las personas o 
sus bienes, se puedan derivar de la celebración de un espectáculo público, tanto 
por parte de la organización como del propio espectáculo o sus espectadores, el 
aseguramiento de la pacífica convivencia cuando pudiera ser perturbada por el 
espectáculo o la actividad, la limitación de las actividades de los locales y 
establecimientos públicos a las que tuvieren autorizadas, impidiendo el ejercicio en 
ellos de cualesquiera otras que estuvieren prohibidas o la determinación de las 
condiciones a las que habrán de ajustarse la organización, venta de localidades y 
horarios de comienzo y terminación de los espectáculos o actividades recreativas, 
siempre que sea necesario, para que su desarrollo transcurra con normalidad. 

En orden al cumplimiento de estas finalidades, el capítulo III habilita para 
realizar actuaciones dirigidas al mantenimiento y al restablecimiento de la seguridad 
ciudadana, particularmente en supuestos de desórdenes colectivos o de 
inseguridad pública graves. Quedan, así, facultadas las autoridades para el cierre 
de locales o establecimientos y para la evacuación de inmuebles en situaciones de 
emergencia o en circunstancias que lo hagan imprescindible, así como para la 
suspensión de los espectáculos, desalojo de locales y cierre provisional de 
establecimientos cuando en los mismos tuvieran lugar graves alteraciones del 
orden. 

Por su parte, la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, ha previsto en su artículo 54 un órgano de nueva creación, 
la Junta Local de Seguridad, que podrá constituirse en los municipios que cuenten 
con cuerpo de Policía propio y es el órgano competente para establecer las formas 
y los procedimientos de colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad en su ámbito territorial. No habiéndose todavía dictado el desarrollo 
reglamentario, la composición y funciones de las Juntas se regulan básicamente 
mediante una instrucción de la Secretaría de Estado-Dirección de la Seguridad del 
Estado, de 10/06/1988, siendo sus funciones las de analizar la situación de la 
seguridad pública en el municipio, formulando propuestas o planes para una eficaz 
colaboración y coordinación de los distintos cuerpos policiales, elaborar planes para 
evitar la comisión de hechos delictivos, arbitrar fórmulas para el intercambio de 
información, estudiar y valorar los informes o propuestas que formulen las personas 
o entidades públicas o privadas sobre seguridad pública en el municipio, etc. 

El problema que aquí se plantea, derivado de la inadecuada colocación de 
una chimenea, no parece, en principio, que sea materia de seguridad ciudadana 
que requiera el informe de la Junta Local de Seguridad, pues la tipificación que el 
artículo 23 de la Ley 1/1992, regulador de las infracciones graves, establece en su 
párrafo e) hace alusión a la apertura de establecimientos y la celebración de 
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espectáculos públicos o actividades recreativas en dos supuestos muy concretos: 
cuando se carece de autorización o si se exceden los límites de la misma. En el 
presente caso, el establecimiento tiene autorización, concedida por la Comisión de 
Gobierno de 05/10/01 (con las reservas antes expresadas, habida cuenta de la 
contradicción existente en la documentación recibida), y no está acreditado que se 
haya excedido de la misma en las materias que afectan a la seguridad pública, 
como podría ser la dedicación a otra actividad distinta o la superación del aforo 
permitido. Más bien se trata de la situación de incomodidad y molestia al vecindario 
descrita en los artículos 2 y 3 del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, 
Nocivas y Peligrosas y originada por el incumplimiento de prescripciones técnicas 
contenidas en las Ordenanzas municipales, que resulta corregible por el Alcalde 
con arreglo al artículo 36 del mismo, lo que supone un uso racional de la institución 
por presentar una adecuada correlación de medios a fines, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 123 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las 
Entidades Locales de Aragón. Ello se justifica en que las condiciones bajo las que 
se conceden las licencias deben mantenerse en todo momento y en que 
corresponde a esta autoridad sancionar las infracciones de las ordenanzas 
municipales y dictar las medidas oportunas para hacerlas cumplir (artículo 30 de la 
Ley de Administración Local de Aragón), por lo que tal vez hubiese sido más eficaz 
reconducir el problema al ámbito de las potestades municipales de intervención 
administrativa, suficientes para darle adecuada solución, que a este momento no la 
tiene todavía y continúa generando las mismas molestias. 

Pero aún considerando que el asunto pudiese afectar a la seguridad 
ciudadana, y que por tanto el expediente debe ser informado por la Junta Local de 
Seguridad, no obsta para que se hubiesen adoptado las medidas cautelares 
necesarias en orden a evitar el perjuicio existente. El artículo 36 de la Ley de 
Seguridad Ciudadana faculta para la adopción de medidas cautelares que eviten la 
comisión de nuevas infracciones, como es la emisión de humos de forma indebida, 
para lo que no es precisa la intervención de ningún órgano consultivo, pues la Ley 
1/1992 prevé en su artículo 29.2 la intervención de la Junta para la imposición de 
medidas sancionadoras por el Alcalde, pero no cuando se trata de la adopción de 
otras de carácter cautelar en ejercicio de competencias que le son propias. Como 
señala la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha nº 
76/1998, de 14 de febrero, enjuiciando un recurso contra un Alcalde que había 
ordenado medidas cautelares sin audiencia de la Junta Local de Seguridad, “… son 
dos cosas distintas: el Alcalde puede, una vez iniciado el expediente sancionador, 
siempre que se den las condiciones objetivas habilitantes, adoptar medidas 
cautelares sin necesidad de sujetarse a trámite alguno que la norma no prevé; para 
imponer la sanción, sin embargo, habrá de oír a la Junta de Seguridad Local. No 
cabe otra interpretación, porque ni el texto de ambas normas lo precisan (“in 
claribus non fit interpretatio”) y porque es propio de la medida cautelar la ausencia 



 9

de cualquier otra condición procedimental que demorase y, por tanto, entorpeciese 
su eficacia, que es la esencia de la misma” 

 

III.- RESOLUCIÓN 

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en 
ejercicio de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 
4/1985, de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto efectuar al 
Ayuntamiento de Zaragoza las siguiente SUGERENCIA: 

 

Que, sin perjuicio de la instrucción de expediente sancionador, si 
procediere, adopte las medidas cautelares precisas para que la chimenea de 
evacuación de humos o extracción de aire caliente del bar situado en C/ 
Comandante Repollés nº 4 de esta ciudad cumpla las condiciones establecidas en 
el proyecto técnico del establecimiento y que son exigibles de acuerdo con la 
normativa municipal, de forma que se solucionen los problemas que por esta 
circunstancia padecen los vecinos cuyas ventanas recaen al patio de luces del 
inmueble. 

 

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no 
superior a un mes me comunique si acepta o no las Sugerencias formuladas, 
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.  

 
 

30 de Noviembre de 2004 
 
 

EL JUSTICIA DE ARAGÓN 
 
 
 
 
 
 
 

FERNANDO GARCÍA VICENTE 
  


